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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 136 DE 2021 SENADO

por la cual se reduce la cotización mensual al régimen contributivo de salud de los pensionados.

Bogotá, D, C. abril de 2022

Senadora,
NADYA BLEL SCAFF
Presidenta Comisión VII
Senado de la República

        En cumplimiento de la designación hecha por la Mesa Directiva de la Comisión VII

Constitucional Permanente del Senado y siguiendo lo dispuesto en el artículo 174 de la ley 5 

de 1992, se pone en consideración el siguiente informe de ponencia positiva para primer 

debate del Proyecto de Ley No. 136 de 2021 “Por la cual se reduce la cotización mensual al 

régimen contributivo de salud de los pensionados”, por las razones que se exponen en el cuerpo 

de la ponencia.

El cuerpo de la ponencia contiene, los siguientes apartados: 

1. Antecedentes del proyecto de ley

2. Justificación del proyecto de ley 

3. Pliego de modificaciones 

4. Proposición

5. Texto propuesto para primer debate 

Cordialmente, 

JESUS ALBERTO CASTILLA SALAZAR                        FABIÁN CASTILLO SUÁREZ 
Senador de la República                                                           Senador de la República

1. Antecedentes 
 

El presente proyecto de ley se radicó por primera vez el 20 de julio de 2015, en ese momento 

se le asignó el número 08 de Cámara y fue acumulado con el Proyecto de ley  número 65.  

 
 

2. Objetivo del proyecto de ley  
 

El objetivo de esta iniciativa es disminuir el aporte al Sistema de Seguridad Social en Salud 

del 12% al 4% que realizan los pensionados con mesadas  hasta de  10 SMMLV, como un 

acto de justicia con esta población objeto de especial protección, quienes ven reducido sus 

ingresos mensuales por efectos de esta contribución. 
 
3. Justificación del proyecto de ley  

 

La modificación al artículo 204 de la Ley 100 de 1993, que proponemos, es una medida de 

justicia social y económica, dirigida a garantizar la protección del escaso ingreso disponible 

de los adultos mayores de Colombia, quienes con mucho esfuerzo lograron obtener una 

pensión, y que en su gran mayoría reciben mesadas iguales al salario mínimo.  

La injusticia a la que se hace referencia no solo se debe comprender desde la ilegitimidad 

conceptual y regresividad del aporte, también es importante el impacto en el ingreso y 

calidad de vida de las personas. Así, no es justo que personas que han contribuido con sus 

aportes al Sistema de Seguridad Social (salud, pensiones, entre otros) durante más de dos 

décadas, producto de su trabajo y esfuerzo, el cual contribuyó al desarrollo general del país; 

y que en la vejez dependen (en su gran mayoría) única y exclusivamente del ingreso de su 

mesada pensional, tengan que ver afectada  su calidad de vida.  
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La anterior consideración se basa en desarrollos jurisprudenciales de la Honorable Corte 

Constitucional que legitiman la necesidad de mantener condiciones de dignidad en la vejez, 

ejemplo de ello es lo dispuesto en la Sentencia C-107 de 2002  del M.P. Jaime Araújo 

Rentería, la cual establece que una pensión es 

una prestación económica, resultado final de largos años de trabajo, ahorro forzoso en las 

cotizaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud, y cuando la disminución de 

la capacidad laboral es evidente. Su finalidad directa es garantizar la concreción de los 

derechos fundamentales de las personas traducidos en la dignidad humana, el mínimo vital, 

la seguridad social y la vida digna. El derecho a la pensión tiene conexidad directa con el 

derecho fundamental al trabajo, en virtud de la amplia protección que de acuerdo con los 

postulados constitucionales y del Estado Social de Derecho se debe brindar al trabajo 

humano en todas sus formas. Se asegura entonces un descanso remunerado y digno, fruto 

del esfuerzo prolongado durante años de trabajo (…).  

De igual manera, esa misma corporación, en la Sentencia C-543 del 18 de julio de 2007, 

indicó que el objeto del derecho fundamental al mínimo vital:  

(…) abarca todas las medidas positivas o negativas constitucionalmente ordenadas con el 

fin de evitar que la persona se vea reducida en su valor intrínseco como ser humano debido 

a que no cuenta con las condiciones materiales que le permitan llevar una existencia digna. 

Este derecho… busca garantizar que la persona, centro del ordenamiento jurídico, no se 

convierta en instrumento de otros fines, objetivos, propósitos, bienes o intereses, por 

importantes o valiosos que ellos sean. Tal derecho protege a la persona… contra toda forma 

de degradación que comprometa no sólo su subsistencia física sino por sobre todo su valor 

intrínseco (…).  

 

3.1  Fundamentos constitucionales de la iniciativa legislativa   

Entre los derechos fundamentales de los colombianos se encuentra el derecho a la igualdad; 

en ese sentido el artículo 13 de nuestra Constitución Política dispone:  

Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato 

de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 

discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, 

opinión política o filosófica.  

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 

medidas a favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su situación económica, 

física o mental se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta y sancionará los 

abusos o maltratos que contra ellas se cometan.  

Así mismo, de acuerdo con lo establecido en el artículo 49 constitucional, es deber del 

Estado la garantía del servicio público de salud, y a éste le corresponde impulsar a su vez 

las medidas para proteger a las personas en situación de debilidad manifiesta.  

El artículo 49 de la Constitución Política de 1991, establece que:  

La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. 

Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y 

recuperación de la salud.  

Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de salud a 

los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principios de eficiencia, 

universalidad y solidaridad. También, establecer las políticas para la prestación de servicio 

de salud por entidades privadas y ejercer su vigilancia y control. Así mismo, establecer las 

competencias de la Nación, las entidades territoriales y los particulares, y determinar los 

aportes a su cargo en los términos y condiciones señalados en la ley.  

(…) 

La ley señalará los términos en los cuales la atención básica para todos los habitantes será 

gratuita y obligatoria. Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su salud 

y la de su comunidad.   

De esta manera es clara la contradicción entre las obligaciones estatales en materia de salud, 

así como del deber de ceñirse a los principios constitucionales de progresividad y 

solidaridad, puesto que por efectos del diseño mismo del Sistema General de Seguridad 

Social (concebido en la Ley 100 de 1993 y normas subsiguientes), se han establecido cargas 

onerosas contra un grupo social vulnerable en materia económica, atentando contra el 

derecho a la igualdad y al mínimo vital. Ante tal escenario, la justificación para la inercia 

de un cobro desproporcionado e injusto radica en la sostenibilidad del sistema de salud y la 

buena marcha de las finanzas públicas, desconociendo los impactos y contradicciones antes 

mencionados. Sin embargo, tal justificación no contempla la posibilidad de hacer uso de 

otras fuentes de recursos y rentas, que sin duda existen y pueden ser utilizadas en un acto 

de responsabilidad y justicia en pro de la igualdad y solidaridad con la población jubilada, 

mejorando así sus ingresos y correlativamente, su poder adquisitivo y calidad de vida.  

Por tal motivo, la pretensión del proyecto de ley no es otro que cumplir con el deber estatal 

de propender por la garantía de la igualdad. Para tal efecto basta con  referenciar lo 

establecido por la Corte Constitucional mediante Sentencia No. C-766 del 09 de septiembre 

de 2003, en la que se señala:  

(…) El principio y derecho fundamental a la igualdad, en sus múltiples manifestaciones, 

incluyendo la igualdad de oportunidades, la igualdad real y efectiva o las acciones 

afirmativas a favor de grupos discriminados o marginados y de personas que por su 

condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad 

manifiesta… representa la garantía más tangible del Estado Social de derecho para el 

individuo o para grupos de personas expuestos a sufrir un deterioro de sus condiciones de 

vida como sujetos de una sociedad democrática, donde todas las personas merecen la misma 

consideración y respeto en cuanto seres humanos. Es a partir precisamente del artículo 13, 

en concordancia con los artículos 1, 2, 11 y 85 de la Constitución que la jurisprudencia 

constitucional ha reconocido desde un principio el derecho fundamental al mínimo vital, el 

cual adquiere especial relevancia en el contexto de la intervención del Estado en la 

economía, en virtud del artículo 334 Superior (…).  

Complementario a lo inmediatamente anterior, vale la pena reseñar que la Corte 

Constitucional también estableció que el Estado debe implementar las acciones necesarias 

para garantizar la igualdad de quienes aparecen en estado de debilidad manifiesta, aun 

cuando estas originen una desigualdad formal mínima, siempre que como resultado se 

obtenga una igualdad sustancial, como es el caso de los adultos mayores.  

Al respecto conviene citar lo indicado en la Sentencia No. T-540 del 18 de julio de 2012: 

“(…) Los adultos mayores necesitan una protección preferente en vista de las especiales 

condiciones en que se encuentran y es por ello que el Estado tiene el deber de 

garantizar[les] los servicios de seguridad social integral…”. En similar sentido, mediante 

Sentencia No. T-495 del 16 de junio de 2010, la Corte Constitucional establece: “… A 

manera de conclusión tenemos que los adultos mayores y los niños pertenecen al grupo de 

sujetos de especial protección constitucional y sus derechos deben ser protegidos de 

manera reforzada por el Estado, porque su situación de debilidad manifiesta los ubica en 

una posición de desigualdad material con respecto al resto de la población…”. 

Por tanto, no es justo que trabajadores que durante muchos años de trabajo constante, 

cotizaron al Sistema de Seguridad Social en Salud y Pensiones, y lograron acceder a la 

pensión, tengan que acarrear con la carga impositiva directa a su ingreso vital, afectando 

con esto su calidad de vida. 

4.  Pliego de modificaciones  
 

No se establen modificaciones al articulado del texto radicado.  
 
 
5. Proposición  

 
     Por las anteriores consideraciones y haciendo uso de las facultades conferidas por el artículo 153 

de la Ley 5ª de 1992, nos permitimos rendir Informe de Ponencia Positiva y solicitar a la Honorable 

Comisión VII Constitucional Permanente de Senado dar primer debate al Proyecto de Ley No. 136 de 

2021 “Por la cual se reduce la cotización mensual al régimen contributivo de salud de los 
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pensionados”.

Cordialmente, 

JESÚS ALBERTO CASTILLA SALAZAR                                FABIÁN CASTILLO SUÁREZ 
Senador de la República                                                 Senador de la República 

4. Texto propuesto para primer debate

PROYECTO DE LEY NÚMERO 136 DE 2021, SENADO

“Por la cual se reduce la cotización mensual al régimen contributivo de salud de los 
pensionados.”

El Congreso de la República, con base en las facultades que le otorga la Carta Política de 
Colombia, en su artículo 150 numeral 7 y en acatamiento a lo ordenado por la honorable. 

DECRETA

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Cordialmente, 

JESÚS ALBERTO CASTILLA SALAZAR                F                                  
Senador de la República

FABIÁN CASTILLO SUÁREZ 
Senador de la República 

pensionados”.

Cordialmente, 

JESÚS ALBERTO CASTILLA SALAZAR                                FABIÁN CASTILLO SUÁREZ 
Senador de la República                                                 Senador de la República 

4. Texto propuesto para primer debate

PROYECTO DE LEY NÚMERO 136 DE 2021, SENADO

“Por la cual se reduce la cotización mensual al régimen contributivo de salud de los 
pensionados.”

El Congreso de la República, con base en las facultades que le otorga la Carta Política de 
Colombia, en su artículo 150 numeral 7 y en acatamiento a lo ordenado por la honorable. 

DECRETA

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Cordialmente, 

JESÚS ALBERTO CASTILLA SALAZAR                F                                  
Senador de la República

FABIÁN CASTILLO SUÁREZ 
Senador de la República 
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INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
118 DE 2021 SENADO

por la cual se establecen mecanismos adicionales para prevenir, remediar  
y sancionar la violencia intrafamiliar.

PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY No. 118 DE 2021 SENADO 
“Por la cual se establecen mecanismos adicionales para prevenir, remediar y sancionar la 

violencia intrafamiliar” 
 

1. TRÁMITE DEL PROYECTO 
 
Este proyecto de ley fue radicado el 21 de julio de 2021 en la Secretaría del Senado de la República 
por las Honorables Senadoras y Senadores: Esperanza Andrade Serrano, Nora María García 
Burgos, Myriam Alicia Paredes Aguirre, Soledad Tamayo Tamayo, María del Rosario Guerra de 
la Espriella, María Fernanda Cabal Molina, Efraín José Cepeda Sarabia, Eduardo Emilio Pacheco 
Cuello, John Milton Rodríguez González, Milla Patricia Romero Soto, Miguel Ángel Barreto, 
Ruby Helena Chagui Spath, Amanda Rocío González Rodríguez, Édgar Enrique Palacio Mizrahi, 
Javier Mauricio Delgado Martínez; y por los Honorables Representantes: Adriana Magali Matiz 
Vargas, Buenaventura León León, José Gustavo Padilla Orozco, Armando Zabaraín D'arce, Juan 
Carlos Rivera Peña, Alfredo Ape Cuello Baute, Germán Alcides Blanco, Felipe Andres Muñoz, 
Margarita María Restrepo, Karen Violette Cure Corcione, Jezmi Lizeth Barraza Araut y Emeterio 
José Montes De Castro. 
 
El número que le correspondió a este proyecto de ley fue el 118 de 2021 Senado y fue publicado 
en la Gaceta del Congreso No. 1021 de 2021. De acuerdo con la Ley 3 de 1992, fue la Comisión 
Primera del Senado competente para conocer de la materia de este proyecto de ley. 
 
El 29 de marzo de 2022 con una proposición de la H. Senadora Angélica Lozano, la cual fue 
avalada por la suscrita ponente y una recomendación del H. Senador Luis Fernando Velasco, el 
proyecto fue aprobado en su totalidad. 
 

2. OBJETO Y CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY 
 
De acuerdo con los autores, este proyecto tiene como objetivo brindar un mecanismo adicional 
de reproche para quienes incurran en conductas que constituyen hechos de violencia 
intrafamiliar, teniendo en cuenta su alta incidencia en el país, sus consecuencias en el entorno 
familiar, y la falta de garantías de los derechos de las víctimas. Con esa finalidad, se utilizará el 
Registro Nacional de Medidas Correctivas [RNMC] previsto en el artículo 184 de la Ley 1801 de 
2016 “Por medio de la cual se expide el código de seguridad y convivencia ciudadana”, en el que 
se registrará el incumplimiento por parte del agresor (sic) de las medidas de protección en casos 
de violencia intrafamiliar (proyecto de ley 118 de 2021 Senado, Art. 1°). 
 
En consecuencia, en el RNMC se registrará: 
 

- la identificación del agresor (sic) 
- la medida de protección decretada 

- la sanción o sanciones impuesta(s) por el incumplimiento de las medidas de protección 
- el estado del cumplimiento de la sanción 

 
Además, se dispone que el agresor (sic) sancionado estará sujeto a las consecuencias descritas en 
el artículo 183 de la Ley 1801 de 2016 siempre y cuando incumpla las sanciones impuestas de 
acuerdo al artículo 7° de la Ley 294 de 1996 (proyecto de ley 118 de 2021 Senado, Art. 2). 
 
En otras palabras, para cumplir las garantías constitucionales de acuerdo con el inciso 5° del 
artículo 42 de la Constitución Política de 1991 y dar un tratamiento integral a las diferentes 
modalidades de violencia en la familia, a efecto de asegurar a ésta su armonía y unidad, este 
proyecto adiciona los artículos 7A y 7B en la Ley 294 de 1996 “Por la cual se desarrolla el artículo 
42 de la Constitución Política y se dictan normas para prevenir, remediar y sancionar la violencia 
intrafamiliar]. 
 
El título de proyecto de Ley No. 118 de 2021 Senado es: “Por la cual se establecen mecanismos 
adicionales para prevenir, remediar y sancionar la violencia intrafamiliar”. 
 
El proyecto consta ahora de 4 artículos, a saber: 
 
El artículo 1°. adiciona el artículo 7A a la Ley 294 de 1996; el artículo 2°. adiciona el artículo 7B a 
la misma ley; el artículo 3°. dispone  que el Registro Nacional de Medidas Correctivas [RNMC] 
comparta la información relacionada con la imposición de medidas de protección definitiva o 
sanciones por el incumplimiento de las mismas por parte de las personas agresoras con el Sistema 
Integrado sobre Violencias de Género (SIVIGE). Este artículo fue adicionado por la proposición 
presentada por la H. Senadora Angélica Lozano y aprobada luego de ser considerada por la 
Comisión Primera del Senado. Por último, el artículo 4° del proyecto que establece la vigencia. 
Veamos: 
 

Ley 294 de 1996, artículo 7° vigente Texto aprobado en primer debate en la Comisión 
Primera del Senado  

ARTÍCULO 7o. El incumplimiento de las medidas 
de protección dará lugar a las siguientes sanciones: 
 
a) Por la primera vez, multa entre dos (2) y diez (10) 
salarios mínimos legales mensuales, convertibles 
en arresto, la cual debe consignarse dentro de los 
cinco (5) días siguientes a su imposición. La 
Conversión en arresto se adoptará de plano 
mediante auto que sólo tendrá recursos de 

PROYECTO DE LEY NO. 118 DE 2021 SENADO 
Por la cual se establecen mecanismos adicionales 
para prevenir, remediar y sancionar la violencia 

intrafamiliar.  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE 
COLOMBIA 

 
DECRETA:  

 

reposición, a razón de tres (3) días por cada salario 
mínimo; 
 
b) Si el incumplimiento de las medidas de 
protección se repitiere en el plazo de dos (2) años, 
la sanción será de arresto entre treinta (30) y 
cuarenta y cinco (45) días. 
 
En el caso de incumplimiento de medidas de 
protección impuestas por actos de violencia o 
maltrato que constituyeren delito o contravención, 
al agresor se le revocarán los beneficios de 
excarcelación y los subrogados penales de que 
estuviere gozando. 
 

ARTÍCULO 1. Adiciónese el artículo 7A a la Ley 
294 de 1996, así: 
 
La autoridad que imponga alguna de las medidas 
de protección definitiva o sanciones por el 
incumplimiento a las mismas, deberá remitir 
dentro de los dos días siguientes a su ejecutoria a la 
entidad responsable del Registro Nacional de 
Medidas Correctivas copia de la decisión, para que 
esta realice la respectiva anotación dentro de los 
dos días siguientes a su recepción.  
 
En el Registro Nacional de Medidas Correctivas 
deberá registrarse la identificación de la persona, la 
medida de protección decretada, su terminación, la 
sanción por incumplimiento de la medida de 
protección y el estado de cumplimiento de esta 
última. 
 
Decretada la terminación de la medida de 
protección o cumplida la sanción por su 
incumplimiento, las autoridades competentes 
procederán de acuerdo con lo consagrado en el 
inciso segundo de este artículo. 
 
ARTÍCULO 2. Adiciónese a la Ley 294 de 1996 el 
artículo 7B, del siguiente tenor: 
 
Mientras la persona no satisfaga las sanciones 
impuestas por el incumplimiento de las medidas 
de protección de acuerdo con la presente ley, estará 
sometida a las consecuencias del artículo 183 de la 
Ley 1801 de 2016. 
 
ARTÍCULO 3. El Registro Nacional de Medidas 
Correctivas deberá compartir la información 
relacionada con la imposición de medidas de 
protección definitiva o sanciones por el 
incumplimiento de las mismas por parte de las 
personas agresoras con el Sistema Integrado sobre 
Violencias de Género (SIVIGE) con el fin de hacer 
más exactos ambos registros administrativos como 
estadísticas oficiales. 
 

ARTÍCULO 4. La presente ley rige a partir de su 
promulgación. 

 
Como puede leerse, el proyecto de ley 118 de 2021 Senado, propone en el artículo 2° que: mientras 
la persona no satisfaga las sanciones impuestas por el incumplimiento de las medidas de 
protección de acuerdo con la presente ley, estará sometida a las consecuencias del artículo 183 de 
la Ley 1801 de 2016 “Por medio de la cual se expide el código de seguridad y convivencia 
ciudadana”, el cual, para mayor ilustración se transcribe a continuación: 
 

ARTÍCULO 183. CONSECUENCIAS POR EL NO PAGO DE MULTAS. Si 
transcurridos seis meses desde la fecha de imposición de la multa, esta no ha 
sido pagada con sus debidos intereses, hasta tanto no se ponga al día, la 
persona no podrá: 
 
1. Obtener o renovar permiso de tenencia o porte de armas. 
 
2. Ser nombrado o ascendido en cargo público. 

 
3. Ingresar a las escuelas de formación de la Fuerza Pública. 
 
4. Contratar o renovar contrato con cualquier entidad del Estado. 
 
5. Obtener o renovar el registro mercantil en las cámaras de comercio. 
 
Las autoridades responsables de adelantar los trámites establecidos en el 
presente artículo deberán verificar que la persona que solicita el trámite se 
encuentra al día en el pago de las multas establecidas en el presente Código. 
Los servidores públicos que omitan esta verificación incurrirán en falta grave 
y a los que no ostenten esta calidad se les aplicará la multa tipo 4. 
 

PARÁGRAFO. El cobro coactivo de que trata la presente ley se regulará por lo dispuesto en el 
artículo 100, numeral 2 de la Ley 1437 de 2011.  

 
En suma, el proyecto utiliza mecanismos complementarios a los ya disponibles en el 
ordenamiento jurídico con la finalidad de prevenir, erradicar y sancionar la violencia 
intrafamiliar. 
 

3. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO 
 
La violencia intrafamiliar, también llamada violencia doméstica o violencia familiar, se manifiesta 
en varias prácticas que incluyen violencia física y psicológica, hasta el abandono, con la capacidad 
de ocasionar daño a otro (Fernández, A. G. R., 2019). Dentro de los tipos de violencia, la 
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Organización Mundial de la Salud [OMS] (2014) desctaca que la violencia intrafamiliar es la que 
“ocurre entre miembros de una familia, en la pareja, entre amigos, conocidos y desconocidos, y 
que incluye el maltrato infantil, la violencia juvenil, la violencia en la pareja, la violencia sexual y 
el maltrato de las personas mayores”. Estas situaciones no solo se presentan en las relaciones de 
pareja, sino que son variadas y también hay violencia contra los niños, niñas y adolescentes, los 
ancianos y, en general, en relación con las relaciones de poder ya establecidas en cada familia.  
 
El fenómeno de la violencia intrafamiliar está presente en varios países, por lo que los estados 
han considerado necesario promulgar leyes sobre violencia intrafamiliar (Rettberg, A. 2020). La 
cultura, las costumbres, las tensiones del mundo cambiante y evolutivo favorecen abiertamente 
el entorno para el desarrollo de este tipo de conductas agresivas en la familia, de igual manera, 
es en la familia donde se desarrollan las relaciones de poder que vulneran los derechos de las 
mujeres, las niñas y los niños. Adicionalmente, las restricciones impuestas por la pandemia 
COVID-19 han provocado cambios en la dinámica familiar, ocupacional y social en general, pues, 
por las nuevas formas de convivencia, nuevos roles y desafíos, han surgido nuevas formas de 
violencia intrafamiliar que no existían antes de la crisis de salud (ONU Mujeres, 2020). Desde una 
perspectiva psicosocial, este aumento de la violencia presenta un nuevo desafío para el Estado 
colombiano y las organizaciones internacionales que promueven y defienden los Derechos 
Humanos, que han tenido que generar políticas públicas en esta materia. 
 
La violencia intrafamiliar y de género continúan presentando cifras alarmantes en los países del 
continente americano. Al respecto, la llamada ONU Mujeres (2017) señala que alrededor del 35% 
de las mujeres en todo el mundo han sido víctimas de violencia y acoso. Sin embargo, y en 
proporciones variables, los datos no se notifican debido a la falta de denuncias de violencia, abuso 
y agresión sexual. Lo anterior, es preocupante, pues el acto violento es, en su mayor parte, 
perpetrado por la pareja sentimental. Se estima que de las 87.000 mujeres asesinadas en todo el 
mundo en 2017, más de la mitad (50.000; 58 por ciento) fueron asesinadas por sus parejas o 
familiares" (ONU Mujeres, 2017). En Colombia, de los 65.736 casos notificados en 2018, 50.120 
fueron mujeres y 15.616 fueron hombres (Instituto Nacional de Medicina Legal, 2018). En 2018, 
se registraron alrededor de 3.250 feminicidios en Latinoamérica y el Caribe.  
 
Los datos mencionados siguen siendo alarmantes en 2020 como resultado de la aparición del 
COVID-19 y la necesidad del aislamiento a través de la cuarentena en varios países de la región, 
mostrando un aumento en más del 50% en las denuncias relacionadas con la agresión sexual, 
violencia intrafamiliar y violencia de género en países como Bolivia, Colombia y Brasil (ONU 
mujeres, 2020). Por su parte, la Oficina de las Naciones Unidas para el Control del Delito 
[UNODC] (2019) en la Encuesta Global de Homicidios de 2019, afirma que 137 mujeres son 
asesinadas diariamente por miembros de sus propias familias, calcula lo siguiente: 
 

De las 87.000 mujeres que fueron asesinadas intencionalmente en todo el mundo en 2017, 
más de la mitad (50.000) murieron a causa de sus familiares o parejas íntimas. Más de un 

tercio (30.000) de las mujeres asesinadas a propósito en 2017 murieron a causa de su pareja 
íntima o pareja anterior. 

 
Desde 1996 se adoptó la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Eliminar la 
Violencia contra la Mujer "Convención de Belém do Pará" (1994). Colombia hizo parte de esta y 
por ello introdujo una protección especial para la mujer. Esta convención estableció que las 
mujeres tienen derecho a una vida libre de violencia y que goza de todos los derechos y garantías 
que brinda el Estado colombiano, entendiendo la violencia de género como todo acto o 
comportamiento por razón de género que cause la muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o 
emocional en la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado. De conformidad con el 
párrafo c) del artículo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Eliminar la 
Violencia contra la Mujer, los Estados se han comprometido a tomar medidas apropiadas e 
inmediatas, cuyas disposiciones penales, civiles y administrativas necesarias para revertir y 
erradicar este problema de agresión contra la mujer podrán incorporarse en cualquier legislación 
interna. Del mismo artículo se menciona el deber de tomar medidas que modifiquen las leyes que 
mantienen la tolerancia a la violencia contra la mujer. 
 
El Instituto Nacional de Medicina Legal (2015) establece que la violencia intrafamiliar es un 
problema multicausal asociado con varios factores sociales, económicos, políticos, culturales y 
comunitarios en los cuales influyen otros como la edad, nivel socioeconómico, la situación laboral, 
el nivel de educación, el uso del alcohol, la adicción a las drogas y la historia familiar de la 
violencia. En particular, el comportamiento suele ser más gravoso si se presenta hacia una mujer 
o un menor.  
 
La violencia intrafamiliar es la segunda causa principal de víctimas no mortales en Colombia. 
Según un boletín de julio de 2020 elaborado y publicado por el Instituto de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses (Julio, 2020), del 100% de los eventos con lesiones no mortales, el 34,23% se 
deben a violencia intrafamiliar. Como es habitual, los datos del Instituto Nacional de Medicina 
Legal muestran que la mayoría de estos casos se cometen principalmente contra mujeres. 
 
El comparativo entre los años 2020 y 2021, en el periodo comprendido entre los meses de enero y 
julio (Tabla 1), muestra que la violencia intrafamiliar fue la segunda causa principal de víctimas 
no mortales en Colombia; del 100% de los eventos con lesiones no fatales, el 32,83% se debieron 
a la violencia intrafamiliar, según el boletín de julio de 2021 elaborado y publicado por el Instituto 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses (Julio, 2021). 

 
Tabla 1. Lesiones No fatales según contexto y sexo (tomado de Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, Julio, 2021) 

 
Por otra parte, el comparativo entre los años 2020 y 2021, en el periodo comprendido entre los 
meses de enero y julio (Tabla 2) del boletín de julio de 2021 elaborado y publicado por el Instituto 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses (Julio, 2021), muestra que la violencia de pareja constituye 
el principal contexto de violencia intrafamiliar con un 65,13% de los casos en Colombia. El 
segundo hecho de violencia familiar más frecuente corresponde a la violencia entre familiares 
(21,05%), seguido de la violencia contra niños, niñas y adolescentes (10,34%). Finalmente, la 
violencia contra el adulto mayor representa un 3,48% de los casos de violencia intrafamiliar. 

 
Tabla 2. Violencia intrafamiliar según contexto y sexo (tomado de Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, Julio, 2021) 

 
3.1 FUNDAMENTOS NORMATIVOS Y JURISPRUDENCIALES 
 
La Constitución Política de 1991 (art. 42) establece que la familia es el núcleo fundamental de la 
sociedad y que tanto el Estado como la sociedad deben garantizarle una protección integral. Las 
políticas públicas se han enfocado en este problema, pero las estrategias desarrolladas e 
implementadas se han visto ineficaces para comprender lo oculto bajo el fenómeno de la violencia 
y ofrecer vías alternativas de resolución de conflictos en la familia y en la sociedad. Las políticas 
públicas se caracterizan por el hecho de que apuntan a erradicar la violencia como solución a este 
problema social (Baena, G. et al 2020).  
 
En Colombia existen normas específicas para la protección de la mujer basadas en el Estado Social 
de Derecho lo que significa la protección de los derechos humanos y la transición a un sistema 
normativo basado en la Declaración Universal de Derechos Humanos. Así lo evidencia: a) el 
artículo 43 de la constitución política, según el cual “mujeres y hombres tienen iguales derechos 

y oportunidades, b) la legislación colombiana también establece que las mujeres no deben ser 
objeto de discriminación alguna, c) que durante el embarazo y después durante el parto, disfruta 
de un apoyo y protección especiales del Estado y recibe subsidios de alimentos del estado si está 
desempleada o indefensa en ese momento; d) el deber del Estado de brindar un apoyo especial a 
la mujer, cabeza de familia” (Abella, M. C., et al 2017). 
 
Sobre la protección especial de la niñez, la Corte Constitucional de Colombia (Sentencia T-068/11, 
2011) se pronunció sobre su protección en el derecho internacional como la principal garantía 
constitucional consagrada en el bloque de constitucionalidad, y destaca que la niñez ha sido el 
centro de atención de los Estados y organismos internacionales en diversos documentos del 
derecho internacional. Su especial protección frente a la familia, la sociedad y el Estado por su 
falta de madurez y la consiguiente vulnerabilidad o indefensión, por eso es imperiosa la 
necesidad de garantizarles un proceso educativo o de desarrollo en condiciones adecuadas 
porque ellos representan el futuro de los pueblos. 
 
Existen cuatro leyes que son centrales para la intervención de la violencia intrafamiliar: 
 
Ley 1257 de 2008: Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas 
de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman el Código Penal y el de 
Procedimiento Penal.  
 
Ley 294 de 1996 (Ley de Violencia Intrafamiliar) (modificada por la Ley 575 de 2000): Por la cual 
se desarrolla el artículo 42 de la Constitución Política y se dictan normas para prevenir, remediar 
y sancionar la violencia intrafamiliar. 
 
Resulta importante destacar que el artículo 3 de la Ley 294 de 2006 considera que todas las formas 
de violencia intrafamiliar son “... destructivas para su armonía y unidad y, por lo tanto, 
prevenibles, corregidas y sancionadas por las autoridades públicas”. Por este motivo, prevalecen 
las sanciones penales y administrativas. Adicionalmente, un vistazo al artículo 4 de la misma ley 
confirma lo anterior: toda persona que, en el contexto de una familia, sea víctima de daño físico 
o psíquico, amenaza, agravio, ofensa o cualquier otra forma de agresión por parte de otro 
miembro del grupo familiar, podrá, sin perjuicio de las denuncias penales a que hubiere lugar, 
pedir al juez de familia o promiscuo de familia, promiscuo municipal o civil municipal, si faltare 
el de familia, una medida de protección inmediata que ponga fin a la violencia, maltrato o 
agresión o evite que ésta se realice cuando fuere inminente. El carácter punitivo de la Ley 294 de 
1996 también se refleja en los artículos 22 a 27 del título V (Delitos contra la armonía y la unidad 
de la familia), que supone la privación de la libertad del agresor entre 6 meses a 2 años años, 
dependiendo de la gravedad de la violencia. Esta característica también se refleja en la Ley 599 
de 2000, artículos 229 y 230 (Código Penal de Colombia).  
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Ley 1542 de 2012: Por la cual se reforma el artículo 74 de la Ley 906 de 2004, Código de 
Procedimiento Penal. Esta ley prescribe la exclusión de la naturaleza de la acusación y 
representación de los delitos de violencia intrafamiliar y ayudas no alimentarias previstos en los 
artículos 229 y 233 del Código Penal.  
 
Ley 2126 de 2021: Por la cual se regula la creación, conformación y funcionamiento de las 
comisarías de familia, se establece el órgano rector y se dictan otras disposiciones. Esta ley otorga 
herramientas a las Comisarías de Familia para gestionar su diseño institucional y para facilitar, 
ampliar y garantizar el acceso a la justicia por medio de la atención especializada e 
interdisciplinaria, con el fin de prevenir, proteger, restablecer, reparar y garantizar los derechos 
de quienes estén en riesgo, sean o hayan sido víctimas de violencia por razones de género en el 
contexto familiar y víctimas de otras violencias en el contexto familiar. 
 
3.2 CONCLUSIONES 
 
En las últimas décadas, Colombia ha logrado avances significativos en el reconocimiento de la 
violencia intrafamiliar como un problema que debe abordarse desde distintos ángulos. Como 
puede verse en el marco regulatorio, se han integrado diferentes estrategias para la prevención y 
atención de la violencia intrafamiliar, sin embargo, cada vez se necesitan más esfuerzos que se 
enfoquen especialmente en las poblaciones más vulnerables. 
 
Estado, academia y organizaciones de la sociedad civil enfrentan el desafío de adoptar estrategias 
integrales que fomenten la prevención, la conciencia ciudadana y la cultura, la educación, el 
acceso rápido y efectivo a la justicia, así como la protección, seguridad y atención integral de las 
víctimas de la violencia, para que en conjunto, puedan transformar verdaderamente las malas 
relaciones y hábitos violentos en relaciones más constructivas que permitan fortalecer las 
dinámicas de convivencia sanas. 
 
La violencia intrafamiliar no puede continuar; se necesita urgentemente un consenso nacional 
para poner fin a todas las formas de violencia intrafamiliar, como lo expresó correctamente 
ACNUR (2018), “un Estado que no invierte en la protección y atención a la violencia contra las 
mujeres [y las otras víctimas de la violencia intrafamiliar] no tiene una oportunidad real de lograr 
un desarrollo sostenible y holístico de su sociedad y economía”. Igualmente, se requiere un mayor 
control y colaboración por parte de la sociedad civil para lograr un nivel anhelado de equidad y 
la máxima protección de los derechos efectivos de todos los integrantes de la familia. 
 
Si bien la Ley 294 de 1996 ha representado una garantía inmediata, hoy se muestra insuficiente 
para combatir el fenómeno social de la violencia intrafamiliar; así pues, se requiere una regulación 
diferente y más efectiva para prevenir, remediar y sancionar ese flagelo, y con esa finalidad, se 
presenta esta iniciativa a consideración de los Honorables Senadores y Senadoras de la Comisión 
Primera Constitucional.  

Creemos que nadie desea que se susciten temores de fracaso para la continuidad de todos los 
avances en la lucha contra la violencia en general, y particularmente en la violencia intrafamiliar 
y, sobre todo, la violación de los derechos de las mujeres, de las niñas y de los niños, que, se 
reitera, continúa siendo uno de los problemas más graves que aqueja a nuestra sociedad. 
 

4. IMPACTO FISCAL 
 
De conformidad con lo que establece el artículo 7° de la Ley 819 de 2003, el presente proyecto de 
ley no genera impacto fiscal, toda vez que su implementación no demanda recursos diferentes a 
los que están contemplados en los distintos presupuestos de las entidades responsables, como 
quiera que se trata de articular instrumentos de gestión pública. 
 

5. CONFLICTO DE INTERESES 
 
Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 3 de la Ley 2003 del 19 de noviembre de 2019, por 
la cual se modifica parcialmente la Ley 5 de 1992 y se dictan otras disposiciones, que modifica el 
artículo 291 de la Ley 5 de 1992, en la que se estableció que el autor del proyecto y el ponente 
presentarán en la exposición de motivos un acápite que describa las circunstancias o eventos que 
podrán generar un conflicto de interés para la discusión y votación del proyecto, se considera que 
el presente proyecto de ley no genera conflictos de interés en atención a que se trata de un 
proyecto que no genera un beneficio particular, actual y directo a los congresistas, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 1 de la Ley 2003 de 19 de noviembre de 2019; sino 
que, por el contrario, se trata de una modificación de una ley ordinaria para su adecuada 
implementación. 
 
De igual manera, el Consejo de Estado (Radicado No. 11001-03-15-000-2015-01333-00(PI), 2016) 
determinó que “No cualquier interés configura la causal de pérdida de investidura, pues se sabe 
que sólo lo será aquél del que se pueda predicar que es: 
  
Directo, esto es, que per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre su fuente en el 
asunto que fue conocido por el legislador; 
  
Particular, que el mismo sea específico o personal, bien para el congresista o quienes se 
encuentren relacionados con él; 
  
y actual o inmediato, que concurra para el momento en que ocurrió la participación o votación 
del congresista, lo que excluye sucesos contingentes, futuros o imprevisibles” 

PROPOSICIÓN 
 
En virtud de las consideraciones expuestas, solicito respetuosamente a la plenaria del Senado de 
la República, dar segundo debate al proyecto de ley No. 118 de 2021 Senado “por la cual se 
establecen mecanismos adicionales para prevenir, remediar y sancionar la violencia 
intrafamiliar”, de acuerdo con el texto aprobado en la Comisión Primera del Senado de la 
República. 
 
De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
SOLEDAD TAMAYO TAMAYO 
Senadora de la República
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29 DE ABRIL DE 2022. COMISION PRIMERA H. SENADO DE LA REPUBLICA. 
SECRETARIA COMISION. SESIONES MIXTAS. En la fecha se radica la ponencia para 
segundo de esta iniciativa, en el correo institucional comisión.primera@senado.gov.co. 

29 DE ABRIL DE 2022. COMISION PRIMERA H. SENADO DE LA REPUBLICA. 
SECRETARIA COMISION. SESIONES MIXTAS. Acorde al artículo 165 de la Ley 5ª de 1992, 
se autoriza por parte de la Presidencia y la Secretaría de esta célula legislativa, la publicación 
de este informe de ponencia para segundo debate. 

Presidente,

Secretario,

29 DE ABRIL DE 2022. COMISION PRIMERA H. SENADO DE LA REPUBLICA. 
SECRETARIA COMISION. SESIONES MIXTAS. En la fecha se radica la ponencia para 
segundo de esta iniciativa, en el correo institucional comisión.primera@senado.gov.co. 

29 DE ABRIL DE 2022. COMISION PRIMERA H. SENADO DE LA REPUBLICA. 
SECRETARIA COMISION. SESIONES MIXTAS. Acorde al artículo 165 de la Ley 5ª de 1992, 
se autoriza por parte de la Presidencia y la Secretaría de esta célula legislativa, la publicación 
de este informe de ponencia para segundo debate. 

Presidente,

Secretario,
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C O N C E P T O S  J U R Í D I C O S
CONCEPTO JURÍDICO MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL  

SOBRE EL PROYECTO DE LEY NÚMERO 48 DE 2021 SENADO

por la cual se crea el Sistema Especial para la Garantía Progresiva del Derecho a la Alimentación, se 
reestructura la Comisión Intrsectorial de Seguridad Alimentaria y Nutricional y se dictan otras disposiciones.
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CONCEPTO JURÍDICO MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL  
SOBRE EL PROYECTO DE LEY NÚMERO 258 DE 2021 SENADO, 258 DE 2020 CÁMARA

por medio de la cual se modifica la Ley 1384 de 2010, se adopta el enfoque de alta carga de la enfermedad 
para la atención de pacientes con cáncer y se dictan otras disposiciones.
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